LEGISLATURA  DEL  ESTADO

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR EL DIP. FERNANDO ANTONIO GUZMAN PEREZ PELAEZ.

CON FECHA:   011130

DECRETO:   19449

LEY DE  HACIENDA  MUNICIPAL
CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A las Comisiones unidas de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, así como de Hacienda y Presupuestos, que son a cargo de los suscritos, les fueron turnadas por acuerdo de la Asamblea, las siguientes iniciativas, Iniciativa de decreto presentada por el Dip. Fernando Antonio Guzmán Pérez Peláez, mediante la que se propone la reforma a diversos artículos de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, Ley Electoral, Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, Ley de Hacienda Municipal y Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal, todos de esta Entidad Federativa, así como la iniciativa de Ley, presentada por el Dip. Javier Alejandro Galván Guerrero, mediante la que se propone la creación de la Ley de Condiciones para la prestación del Servicio Público de los Altos Funcionarios del Estado de Jalisco y sus Municipios, a efecto de que estas Comisiones, previo estudio de las mismas, emita el dictamen correspondiente por lo que:

CONSIDERANDO:


I.-  Que es facultad de los diputados, presentar iniciativas de ley o decreto ante el Congreso, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 28 de la Constitución Política, así como los diversos 85 y 87 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco. 


II.-  Que las iniciativas que se presenten al Pleno del Congreso, deberán ser turnadas a la Comisión Legislativa correspondiente, a efecto de que emitan dictamen por escrito, en los términos del artículo 93 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo.

III.-  Que en fecha 30 de noviembre del 2001, el Diputado Fernando Antonio Guzmán Pérez Peláez, presentó iniciativa de decreto por la que propone la reforma a diversos artículos de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, Ley Electoral, Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, Ley de Hacienda Municipal y Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal, todos de esta Entidad Federativa, siendo turnada a las Comisiones Conjuntas de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos y de Hacienda y Presupuestos, en los términos de la fracción II, del artículo 32 y la fracción I, del artículo 34 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo. 

IV.-  Que en fecha 30 de noviembre del 2001, el Dip. Javier Alejandro Galván Guerrero, presentó a su vez, diversa iniciativa por la que propone la creación de la Ley de Condiciones para la Prestación del Servicio Público de los Altos Funcionarios del Estado de Jalisco y sus Municipios, siendo turnada a las Comisiones dictaminadoras. 

V.- Que en relación con las propuestas los autores de la iniciativa, mencionaron diversos razonamientos en la exposición de motivos, para sustentarlas, por lo que a continuación se transcriben los razonamientos sustentados por el Diputado Fernando Antonio Guzmán Pérez Peláez.
I.-  No puede negarse que el manejo transparente y claro de los recursos públicos constituye una exigencia social cuya atención resulta impostergable que se manifiesta con la necesidad de establecer una normatividad adecuada que permita combatir y eliminar la discrecionalidad imperante en el manejo de los fondos públicos de tal manera que sea posible la transparencia, el control y vigilancia de los mismos, así como la rendición puntual de cuentas. 

II.-  Si bien las disposiciones legales que regulan la remuneración del servicio público se orientan a una distribución más justa, aún queda camino que recorrer para alcanzar equidad y una auténtica transparencia en un aspecto que es de interés público, lo que no se ha logrado hasta este momento.
III.-  Es fundamental situarnos en el cambio de época que estamos viviendo en nuestro País, asumiendo nuestra responsabilidad pública de cara a la ciudadanía.  En México y en Jalisco más que perdernos en la polarización de puntos de vista o en posiciones partidistas, debemos trabajar por un cambio cultural, utilizando como medio para ello, el diálogo, la tolerancia y la transparencia, con un solo fin, el bien común.

IV.-  Las exigencias de la ciudadanía en cuanto a un nuevo quehacer en el servicio público, sobrepasan en mucho el margen de maniobra que debe implementarse para revertir inercias y  vicios heredados a lo largo de muchos años, en donde lo discrecional y la grave desproporción, así como las arbitrariedades existentes de diversos funcionarios públicos en la asignación y determinación de los ingresos para los servidores del Estado y Municipios, generaron un sistema corrupto que ocasionó grandes retrocesos y daños, cuyas consecuencias hoy en día padecemos. 

V.-  Los artículos 111 de la Constitución Política del Estado y 46 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, contemplan el derecho de todo funcionario público para recibir una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, y señalan el que la misma deberá ser determinada anual y equitativamente en el presupuesto de egresos del Estado, de los municipios o de los organismos descentralizados, según corresponda.  Sin embargo, a pesar de que dichos artículos regulan la facultad por parte de los Ayuntamientos y el Congreso para aprobar y revisar los emolumentos de sus integrantes, facultad que debe realizarse al presupuestar, no se cuenta hasta el momento con una base jurídica clara y explícita que reconozca la obligación por parte de los tres niveles de poder, para hacer constar  expresamente en el presupuesto de egresos, el total de percepciones económicas que correspondan a los servidores públicos por el empleo o puesto desempeñado, así como las fórmulas y mecanismos para establecer un ingreso justo y proporcional a la función desempeñada, lo que a fin de cuentas repercute en un beneficio social y en un auténtico cambio desde el gobierno. 

VI.-  No es justificable continuar con el hermetismo existente desde los órganos de gobierno en éste y en otros muchos rubros, ya que los ciudadanos exigen y requieren información para llevar adelante el control social de los órganos del Estado, para encarar sus actividades propias y, en suma, para ejercer su ciudadanía de pleno derecho, ya que carecer de información implica, en la actualidad, una situación de menoscabo y de inferioridad, y eso no lo podemos permitir, cuando es a la ciudadanía, al pueblo de Jalisco, a quien se debe el servidor público, no es válido impedir la satisfacción de una pretensión que es compartida por la sociedad en general.
VII.-  Por otro lado, existe en la práctica el pago de diversas cantidades de dinero a los servidores públicos por concepto de estímulos o bonos de eficiencia en el desempeño de sus labores, montos que no constituyen el salario neto del funcionario y mucho menos se detallan en el presupuesto de egresos, lo cual ocasiona el que sea imposible determinar con certeza el monto real de las partidas presupuestales referentes a tales percepciones, lo que comprueba una vez más la inexistencia de mecanismos que permitan la transparencia en el manejo de la hacienda pública en el rubro de nómina y percepciones, y la existencia de mecanismos que tomen en cuenta, la justicia y la austeridad en la disposición y aplicación de los recursos públicos. 

VIII.-  En consecuencia, y tomando en cuenta que la facultad revisora del Congreso es un medio que promueve y busca la transparencia, legalidad y honestidad en el manejo de la hacienda pública, es preciso adecuar las disposiciones legales a las exigencias sociales, de manera que se impidan la discrecionalidad y las arbitrariedades en la asignación del sueldo y prestaciones para los servidores públicos, especialmente en los primeros niveles de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial y e los 124 Ayuntamientos del Estado, estableciendo la sujeción del mismo al presupuesto de egresos autorizado, así como el evitar la existencia de reglas de derecho, exageradamente vagas y generales. 

IX.-  En virtud de lo anterior, se propone la modificación de diversos artículos comprendidos dentro de la legislación estatal, como el establecimiento de que el sueldo de los funcionarios públicos vaya acorde a las funciones y responsabilidades de su cargo, que perciban por sus servicios sólo lo que esté expresamente asignado en el presupuesto de egresos y que dichas remuneraciones y demás percepciones autorizadas sean publicadas en el Periódico Oficial  “El Estado de Jalisco”,  en las Gacetas Municipales o, en por lo menos, uno de los diarios de mayor circulación en la localidad de que se trate, medidas que constituirán una valiosa herramienta en la determinación de parámetros de las percepciones a recibir y evitarán incrementos discrecionales o pago de montos no justificables.

De esta forma contribuiremos para combatir y prevenir la corrupción en el ámbito de lo público, contaremos con una base jurídica clara, congruente y armónica que permita controlar las remuneraciones destinadas a todo funcionario público sin distinción de jerarquía, desarrollaremos la capacidad para prevenir o, en su caso, identificar las irregularidades y situaciones turbias o inadecuadas en todos los niveles de la administración pública, favoreciendo así, el aumento de la credibilidad y confianza, por parte de la ciudadanía en las instituciones públicas del Estado.

X.- Se considera por lo tanto, que si los jaliscienses hemos demostrado una nueva actitud de participación y de interés ciudadano, principalmente en lo que se refiere al establecimiento de las bases para la existencia de una verdadera democracia, será preciso que trabajemos por el fortalecimiento de nuestra legislación y su óptimo funcionamiento, contando con normas que permitan un mayor control jurídico en lo que a la retribución de los servidores públicos se refiere.

XI.-  Por los motivos expuestos, se considera que la presente Iniciativa, merece la atención prioritaria y urgente por parte de este Poder Legislativo, ya que obedece a un interés de la sociedad que demanda por un sistema que vigile, supervise e informe el destino de los recursos públicos, así como que garantice el uso eficiente de los mismos, los cuales constituyen el patrimonio del pueblo jalisciense. 

Por su parte, el Dip. Javier Alejandro Galván Guerrero, presentó los siguientes razonamientos, en su exposición de motivos:

I.-  Los números de la economía envían mensajes desalentadores para el ejercicio fiscal  2002.

Las proyecciones que se tuvieron en la economía nacional para el año que termina se han venido abajo, y hoy día se vislumbra un crecimiento de 0.13% en términos reales, lo que significa virtualmente el estancamiento económico, con expectativas para el año 2002 de alrededor del 1.7% de crecimiento. 

El endeudamiento del país sigue siendo una pesada loza que se soporta con la recaudación fiscal.

Los precios internacionales del petróleo van a la baja, impactando brutalmente la recaudación del gobierno federal. 

El presupuesto de la hacienda federal para el año 2002, será austero e insuficiente para atender las demandas, rezagos y necesidades del país.  Se prevé que las aportaciones federales a Estados y Municipios para el año 2002, revele una disminución del 5.5% con respecto a este año.

2.- Aunado a lo anterior, la marcada dependencia financiera del presupuesto de Jalisco con el Gobierno Federal (mas del 90% de los recursos a ejercer por el Estado provienen de la Federación), nos debe motivar a manejar el erario público con auténtica austeridad y proyección estratégica. 

3.-  Por otro lado, la escasez de empleo, el aumento de los precios y los bajos salarios han empobrecido a nuestra población, lo que ejerce presión en nuestros sistemas de salud, educación, seguridad pública, vivienda y otros más.

4.-  Estas circunstancias: el estancamiento económico, el desempleo, el desánimo de la comunidad, nos obligan a reflexionar en ¿cuánto derecho les asiste a los funcionarios públicos a devengar salarios impuestos arbitrariamente?

Si los recursos públicos deben destinarse a cuestiones prioritarias y estratégicas, ¿son los sueldos de los funcionarios cuestión prioritaria?.  Definitivamente no.  Prioritarias son las políticas de fomento económico, obra pública, educativas, de salud, seguridad pública y vivienda.  Luego, prioritario será que en lo que le corresponda, el Estado sea un impulsor del desarrollo.  Prioritario será que los profesores, jueces, médicos y policías trabajen en condiciones óptimas.

Los hombres y mujeres de la calle ven en los sueldos de los servidores públicos una ofensa  Parece que los funcionarios pertenecen a un gobierno rico de un pueblo pobre.  A una casta de privilegiados que no justifica en los hechos tan jugosas prebendas.

De una vez por todas, es preciso dejar en claro que el manejo de la administración pública no debe pagarse con sueldos empresariales.  La sociedad no es una empresa.  La política –contrario a los negocios- no persigue finalidad de lucro, sino el desarrollo integral de la sociedad.  Administrar los recursos financieros de un pueblo pobre exige disciplina y estrategia.  Quienes busquen compensaciones empresariales que se vayan por el camino de los negocios privados, pero quienes tengan la vocación de servir a la comunidad, que se adapten a las condiciones de su propia comunidad.

5.-  No debe pasar inadvertido que los incrementos de salario y prestaciones de funcionarios públicos de alto nivel se han venido dando en forma desproporcionada a partir de que el Partido Acción Nacional asumió en 1995 el Gobierno del Estado, la mayoría legislativa y la administración pública municipal de Guadalajara y Zapopan; tal es el caso que el sueldo de Gobernador aumentó 536 por ciento en seis años; el sueldo del alcalde de Guadalajara 393 por ciento, los diputados 317 por ciento, mientras que la inflación acumulado ha sido de 237 por ciento.

No son pocos los funcionarios de gobierno que soslayan la cuestión de los sueldos como asunto de poca monta.  Generalmente asumen esa posición por no encarar los cuestionamientos que su propio salario pudiere generar.  ¿A quien interesa discutir su sueldo cuando éste rebasa los 100 días de salario mínimo?

En materia de esta iniciativa de Ley a la discusión el catálogo de sueldos que funciona en el Gobierno de Jalisco, y para ello exponemos las siguientes proposiciones:



a).-  Jalisco no debe tener un gobierno caro;

b).- Los salarios actuales deben congelarse como acto de congruencia;

c).- El Congreso del Estado debe asumir su responsabilidad y establecer directamente las remuneraciones y demás prestaciones que deban recibir los funcionarios públicos, en todos los niveles.

d).-  La profesionalización de los cargos perdurables no justifica salarios desproporcionados;

e).-  Los funcionarios que ejerzan cargos de poca temporalidad (diputados, consejeros electorales, gobernador, secretarios y subsecretarios del ejecutivo, y otros), deben tener un sueldo igual al de los que ocupan cargos perdurables, pero con disposición de un haber por compensación al fin del servicio, como apoyo para su reubicación en sus tareas cotidianas;

f).-  Las diferencias de salario a favor del servidor de mayor jerarquía deben ser prácticamente simbólicas;

g).-  Las prestaciones económicas y en especie que reciban los altos funcionarios del gobierno de Jalisco (de los tres poderes), deben garantizarles –durante su gestión- un calidad de vida semejante a la de un ciudadano corriente de clase media.

h).- Debe invocarse la autonomía municipal desde una perspectiva eminentemente jurídica;

i).-  Congelar los salarios actuales de los altos funcionarios públicos no es ganar poco; y

j).-  Si ha de sostenerse la analogía de los sueldos gerenciales con los del servicio público, que se recurra a los que devengan los ejecutivos de las empresas jaliscienses pobres y endeudadas, no a los que devengan los ejecutivos de las empresas transnacionales con altos índices de crecimiento anual.  Por razones obvias, las primeras reflejan con mayor fidelidad la realidad de nuestra sociedad, que las segundas.

6.-  Estas consideraciones de ninguna manera deben aplicarse a los ingresos que perciben los trabajadores que sirven al Estado.  Por el contrario, al momento de aprobar el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado, debe revisarse el catálogo de sueldos y compensaciones para que los servidores públicos de base, obtengan los ajustes necesarios al alza, con la finalidad de que estén en condiciones de laborar percibiendo un ingreso justo y de acuerdo a la capacidad de pago de las instituciones. 
7.-  Por todo lo anterior, es criterio de los suscritos que no hay principio ético ni político para que exista discrecionalidad absoluta en la imposición de sueldos y compensaciones de los altos funcionarios públicos.

La Ley de Condiciones para la Prestación del Servicio Público de los Altos Funcionarios del Estado de Jalisco y sus Municipios, que hoy proponemos consta de 3 Títulos, 4 Capítulos, 61 artículos y 9 transitorios, en los cuales fijamos las condiciones generales de trabajo, a las cuales deben ceñirse los altos funcionarios del Gobierno del Estado y Municipios.

Esta visión, parte de la consideración de que el tema de los sueldos, no pueden ser tratado como tópico independiente del resto de las condiciones laborales que deben conducir el servicio de los funcionarios públicos.

En estricto sentido, los funcionarios públicos hacen un trabajo por el cual reciben a cambio, como pago, una remuneración y diversas prestaciones.  Sin embargo, es necesario también establecer el mínimo de las obligaciones que deben cubrir estos funcionarios.

Apreciamos que la perspectiva que inspiró la Ley de Condiciones no se vio afectada por prejuicios que ven en el servicio de los altos funcionarios estatales y municipales, una carga necesaria, sino que revitaliza la posición de estos servidores públicos como pivotes muy importantes de la administración pública.  Por ello, es preciso que sus prestaciones se transparenten ante los ojos de la comunidad y dejen de provocar suspicacia y justos reclamos populares.  Esta ley va por la vía de reivindicar la imagen de los altos funcionarios del Estado y municipios, y por otra parte, permite que las energías sociales se enfoquen a cuestiones de veras transcendentes para el desarrollo de la entidad. 

8.-  El tema de la autonomía municipal, fue de singular importancia para los impulsores de la presente iniciativa.  Como integrantes de un partido político que desde sus orígenes ha impulsado al Municipio Libre, nos dimos a la tarea de estudiar el texto y alcances jurídicos del artículo 115 Constitucional, de lo cual sustraemos los siguientes criterios.

a).- La administración de su hacienda es una expresión de la autonomía municipal, a cargo del ayuntamiento.

b).- La administración de la hacienda municipal entraña el ejercicio de facultades discrecionales las cuales deben estar encaminadas a la realización de los fines del municipio.

c).- El uso del arbitrio o de la facultad discrecional que concede la Constitución General de la República a los ayuntamientos para el manejo de su hacienda, no constituye una potestad ilimitada.

d).-  Para una sana administración de su hacienda, el municipio debe constreñirse –en ejercicio de su autonomía- a los siguientes principios o límites, a saber:

- La Razonabilidad de sus Actos, que solo puede estar basada en una adecuada fundamentación del derecho que lo sustenta.


- Motivación, que tiene por objeto poner de manifiesto su juricidad.


- Certeza, que consiste en que el acto de administración debe estar apoyado en hechos ciertos o, públicos y notorios.  Y por último.
- Proporcionalidad, es decir, que el acto de administración debe haber conformidad entre el medio que se emplea y el fin que se persigue.

e).- Como consecuencia de lo anterior, apreciamos que el cabildo al proponer ingresos desmedidos a sus integrantes, contraviene los principios expuestos, y sus actos no deben ser considerados como consecuencia de la autonomía municipal, sino, actos caprichosos y arbitrarios que no se apegan al espíritu del 115, luego, son actos inconstitucionales que deben corregirse para volver a la normalidad constitucional

f).-  El Municipio para su funcionamiento debe apegarse a la ley.  Como efecto directo de este principio, el Congreso del Estado esta facultado para reglamentar sus funciones, tal y como lo hizo con la aprobación de la Ley de Hacienda Municipal y la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal, de reciente entrada en vigor.  Y dado que en materia de condiciones para el ejercicio de los altos funcionarios públicos municipales no legisló el Congreso de la Unión, luego, en uso de las facultades que le otorga el artículo 124 de la Constitución General de la República, que señala que “Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados”, el Congreso del Estado debe expedir el  estatuto que regule esta materia.

9.- Para el control de las remuneraciones de los servidores públicos, el suscrito diputado autor de esta iniciativa, considera que no es mediante la integración de comisiones o la contratación de empresas privadas, como deben de establecerse las remuneraciones de los funcionarios públicos.  Es preciso que tanto los prospectos a ocupar una posición en el gobierno estatal o municipal, y la misma ciudadanía, sepa con certeza cuanto ganan los funcionarios.  La mejor forma para transparentar este tópico es establecerlo desde la ley, con valores justos y claros.  El adoptar la métrica de los salarios mínimos, nos asegura que los funcionarios no habrán de aumentar sus emolumentos arbitrariamente, sino solo cuando estos salarios reporten un incremento.  Esta indexación también envía la señal de que los funcionarios ganarán más, cuando los trabajadores mexicanos ganen más.

Con la suscripción de esta Iniciativa de Ley, invito a los diputados integrantes de los cuatro grupos parlamentarios a sumarse a la presente propuesta, asegurándole a la sociedad jalisciense que todo nuestro empeño será dar claridad, de una vez por todas, el tema de los sueldos de los altos funcionarios, lo que no nos deberá distraer de nuevo y así avocarnos ya, desde ahora, a estudiar y aprobar un presupuesto de egresos del Gobierno de Jalisco, lo más favorable a su proyecto de desarrollo, sin las distracciones motivadas por interese privados.

VI.-  De los razonamientos expuestos por los autores de las iniciativas que ahora nos ocupan, los miembros de las Comisiones dictaminadoras llegamos a las siguientes conclusiones:
1.-  Existe una gran desinformación en la sociedad, respecto a los sueldos o remuneraciones recibidos por los funcionarios públicos de alto nivel, tanto en el Gobierno del Estado, como en los municipios, misma que origina malestar entre la ciudadanía.

2.- Por otro lado, se percibe en el marco jurídico local, una posibilidad de alta discrecionalidad en el manejo de los fondos y recursos públicos destinados al pago, compensación y remuneración de dichos funcionarios.
3.-  Es un hecho, que la situación económica del país y de nuestra entidad federativa,  es especialmente vulnerable en estos momentos, lo que nos obliga a velar por la austeridad y transparencia en el manejo de los fondos públicos. 

4.- En consecuencia, se hace necesaria la revisión de los ordenamientos legales y como es el caso la reforma de los mismos, salvaguardando en todo momento la legalidad y constitucionalidad de los actos emanados de esta Soberanía. 

Lo anterior, toda vez, que por tratarse de un asunto con afectación directa en los Municipios, debe respetarse en todo momento la autonomía concedida a estos, por el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, salvaguardando el derecho del municipio de administrar libremente su Hacienda en los términos del artículo 88 de la  Constitución Política del Estado de Jalisco que a la letra dice:
“Los municipios administrarán libremente su Hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que le pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que establezca a su favor”.
5.-  Es necesario contar con los estudios técnicos mínimos, para determinar la actualización de los sueldos o percepciones de estos funcionarios, misma que se realizará anualmente, a través de un comité técnico que emitirá su opinión antes de la presentación de los proyectos de presupuestación estatal y municipal.  Lo anterior, se hará a través de recomendaciones que incluirán en tales proyectos. 

VII.- Ahora bien, las Comisiones que suscribimos el presente dictamen, consideran necesario, hacer un análisis en lo particular de las propuestas presentadas por los diputados en sus iniciativas, para en consecuencia emitir el dictamen correspondiente:

a).-  
En la propuesta presentada por el Dip. Javier Alejandro Galván Guerrero, destaca que se propone regular en un solo ordenamiento, disposiciones que actualmente se encuentran contempladas en distintas leyes vigentes en nuestro Estado, como son la Ley de Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, la Ley de Pensiones del Estado, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco, entre otras.
En este sentido, los miembros de las Comisiones Dictaminadoras, sugerimos, tomar las propuestas de la presente iniciativa, incluyéndolas en el cuerpo del presente dictamen, en la ley especial que a cada propuesta corresponda, considerando que en los casos en que la ley secundaria ya contemple el presupuesto jurídico propuesto por el diputado ponente, no se hará adición alguna por estar satisfecho el objeto de la iniciativa.

b).-
En cuanto a la propuesta presentada por el Dip. Fernando Antonio Guzmán Pérez Peláez, se observa que hace propuestas similares pero distribuidas en diferentes ordenamientos legales, por lo que a continuación se abordan éstos para su estudio y comprensión, señalando aquellos casos en que exista coincidencia con la propuesta mencionada en el párrafo anterior:

1.-  En la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco, se propone adicionar los artículos 17, 18 y 29 para establecer la obligación de las Dependencias y Entidades de los Poderes del Estado de Jalisco, de incluir en sus presupuestos, un informe detallado de sus plantillas de personal, aclarando los conceptos totales de sus percepciones, con el efecto de transparentar tales percepciones en todos los niveles de la Administración Pública. 

De igual forma se garantiza la publicidad de tal información, al obligar al Titular del Poder Ejecutivo, a publicar en el Periódico Oficial  “El Estado de Jalisco”,  el Presupuesto de Egresos aprobado por el Congreso del Estado. 

Debemos resaltar, que esta Ley en lo particular otorgar al Congreso, la facultad y responsabilidad de aprobar anualmente el Presupuesto del Gobierno del Estado, incluyendo así los sueldos y demás percepciones de los funcionarios públicos de todos los niveles, no siendo necesaria ninguna Ley adicional, que establezca límites en este sentido.  De esta forma, basta con el hecho de incluir en los proyectos de presupuesto correspondiente, el desglose de percepciones por cada funcionario, para estar en posibilidad del análisis detallado con los medios técnicos que se allegue el Congreso, para resolver si el sueldo devengado no corresponde a las obligaciones y responsabilidades de los funcionarios públicos, proponiendo en consecuencia su ajuste.

2.- Se propone a la vez, la reforma del artículo 140 fracción XI, de la Ley Electoral del Estado de Jalisco, para incluir la misma obligación del Presidente de remitir su proyecto de presupuesto, con el desglose mencionado en el apartado anterior. 

3.-  Se propone la reforma al artículo 46 y se adicionan los artículos 46 bis y 46 bis 1, a la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, para incluir que el sueldo de los servidores públicos sea acorde a las funciones y responsabilidades de sus cargos y se fije en base a los presupuestos de egresos respectivos sin que puedan ser disminuidos, así como también señala que no podrán percibir ningún tipo de pago, prestación o bono alguno que no esté asignado al presupuesto correspondiente, las violaciones a lo dispuesto en este artículo serán sancionadas de acuerdo a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en este sentido se rescata parte de la propuesta contenida en la iniciativa del Diputado Javier Galván Guerrero, toda vez que coincide con el objeto de los artículos 32 al 37 de su iniciativa. 

En este punto se propone la creación de una entidad de carácter técnico que tiene por objeto el realizar recomendaciones relativas a la actualización presupuestal en materia de salarios, se integra con los titulares de los Poderes Públicos y con dos representantes particulares que sustentarán sus recomendaciones con base en estudios técnicos no vinculativos que serán dirigidos a las entidades del gobierno estatal y municipal con el objeto de que sean considerados en el proyecto de presupuesto aplicable al año inmediato siguiente.  Se destaca el hecho de que los integrantes de este comité, no percibirán remuneración alguna.


Hacemos especial énfasis en el hecho de que, en la integración de este Comité, se propone que los rectores de las universidades mencionadas en la iniciativa, propongan a un académico especialista en Gestión y Administración Pública o en Ciencias Políticas y del Gobierno, en lugar de integrar a los mismos rectores, esto, a efecto de integrar al Comité a especialistas que pueden aportar recomendaciones con verdadero  conocimiento de causa y fundamentados en conocimientos técnicos y científicos, que otorguen  objetividad y credibilidad y a las recomendaciones de este Comité.

Hacemos especial mención en el hecho de que es materialmente imposible establecer en una ley tablas como mínimos y máximos aplicables a los sueldos de los funcionarios públicos del Estado y los Municipios sin contar con los estudios y elementos técnicos mínimos para tal efecto.  Hacerlo así representaría una grave irresponsabilidad por parte del Congreso del Estado pues es factible ocasionar una afectación directa a la actividad y organización del servicio público atentando en contra de las Instituciones y de la dignidad de las personas.

4.-  Se adiciona una fracción VI, al artículo 7° de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco para establecer específicamente como causal de responsabilidad, percibir o asignar cualquier tipo de pago, prestación, compensación o bono alguno que no esté expresamente asignado en el presupuesto de egresos correspondiente. 

En este punto las comisiones que suscriben están de acuerdo con el sentido de la propuesta y destacamos que se rescata la propuesta del Diputado Javier Galván Guerrero contenida en los artículos 8° y 10 de su iniciativa. 

5.- Se reforman y adicionan la Ley de Hacienda Municipal y la Ley del Gobierno y Administración Pública Municipal, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco para establecer claramente que los Ayuntamientos ejercen libremente su Hacienda Municipal, mas sin embargo, están sujetos a ajustar su actuación a las disposiciones legales vigentes en el Estado. 

Se establece la obligación para el Presidente Municipal, de acompañar a su proyecto de presupuesto el desglose de la plantilla de personal del municipio y por otro lado, la obligación de los ayuntamientos de tomar en cuenta las recomendaciones emitidas por el Comité Técnico de Valoración Salarial del Estado de Jalisco.  Por otro lado se incluye en el artículo 79, de la Ley de Presupuesto,  Contabilidad y Gasto Público, la obligación de considerar en los presupuestos municipales los criterios de austeridad, racionalidad y disciplina presupuestal, así como observar los principios de Razonabilidad, Motivación, Certeza y Proporcionalidad.

En este punto se consideraron las aportaciones del diputado Javier Galván Guerrero, contenidas en el Título Tercero de su propuesta.

Se estima que las disposiciones contenidas en el presente decreto, no vulneran en forma alguna la autonomía municipal y sin embargo sí constituyen un punto de referencia a favor de la administración pública municipal, transparente, eficiente y razonable que debe imperar en las administraciones de los Municipios de Jalisco. 

Una vez analizadas ambas propuestas, las Comisiones Unidas de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, así como la de Hacienda y Presupuestos, opinamos que es procedente integrar un solo dictamen que rescate el fondo de ambas propuestas, más, que se apegue al marco constitucional y legal en cuanto a las atribuciones y esferas de competencia de este Poder Legislativo. 

En atención a estas observaciones y por los motivos expresados en el cuerpo del dictamen, estas Comisiones conjuntas de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, y de Hacienda y Presupuestos, con fundamento en los artículos 32 fracción II, 36 fracción I, 53, 85, 87, 90, 93, 94 y demás relativos de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, presentamos el siguiente dictamen de: DECRETO MEDIANTE LA CUAL SE REFORMAN DIVERSOS ARTICULOS DE LA LEY DEL PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y GASTO PUBLICO, LEY ELECTORAL, LEY PARA LOS SERVIDORES PUBLICOS DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS, LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS, LEY DE HACIENDA MUNICIPAL Y LEY DEL GOBIERNO Y LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA MUNICIPAL, TODOS DE ESTA ENTIDAD FEDERATIVA.
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